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Y a este respecto hemos de considerar una buena práctica de dicha 
administración pública que se hubiesen comunicado con el interesado por 
vía telefónica y por correo electrónico, evitando de este modo dilaciones 
innecesarias, comunicándole la necesidad de aportar dicha documentación así 
como las opciones de que disponía para presentarla. Es más, el procedimiento 
administrativo derivado de su solicitud quedó en suspenso conforme a lo 
establecido en el artículo 22,1,a) de la Ley de Procedimiento Común en espera 
de que aportase la documentación que le fue requerida, siendo archivado el 
procedimiento sólo cuando aportó documentación que acreditó haber sido 
resuelto el motivo de su solicitud al haber presentado una nueva instancia ante 
la Administración Pública responsable de la gestión del Registro de parejas de 
hecho.

3.1.2.6  Derecho a recibir protección de los poderes públicos

3.1.2.6.1  Denuncias a la Defensoría de la situación de riesgo de menores 
de edad

En nuestra condición de Defensoría de la Infancia y Adolescencia de Andalucía 
hemos dado trámite a denuncias relativas a posibles situaciones de 
riesgo menores de edad procedentes normalmente de su entorno 
familiar y social. Suele ser frecuente que recibamos denuncias que relatan 
la situación de riesgo de algún menor, solicitando la intervención directa de 
esta Defensoría para solventar el problema. Y a tales efectos, por carecer 
esta Institución de competencias y medios para realizar dichas actuaciones 
de forma directa, nuestra intervención se centra en derivar de forma urgente 
el caso a las Administraciones Públicas competentes para ello, efectuando 
un seguimiento de las actuaciones que al respecto hubieran podido realizar.

Uno de los principales motivos de denuncia reside en la ausencia de 
cobertura de las necesidades básicas de los menores por parte de su 
familia, tal como en la queja 20/7218, en el que nuestro interlocutor relataba 
las vicisitudes de una pareja joven con un bebé, sin medios económicos 
para atender sus necesidades más elementales, tal como agua corriente 
u otros suministros básicos, por lo cual resultaba evidente que el menor se 
encontraba en situación de riesgo. De igual tenor era la queja 21/1926 en 
la que se relataba la situación de tres hermanos, de muy corta edad, que 
residían con sus padres en una vivienda ocupada, sin suministro de agua ni 
electricidad.
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Tras interesarnos por su situación ante el Área de servicios sociales de la 
Diputación Provincial, pasado un tiempo recibimos un informe que relataba 
la intervención realizada con el núcleo familiar, facilitando a la madre ayudas 
destinadas a una mejor integración en el mercado laboral y paliar sus 
carencias económicas. En cuanto a los menores se venía efectuando un 
seguimiento de su situación, una vez que pudieron acreditar su correcta 
atención sanitaria y la asistencia regular a los centros educativos en los que 
estaban matriculados.

Otro asunto similar nos fue planteado en la queja 
21/0853, en la que la persona denunciante relataba 
que el sobrino de su pareja vivía, a su juicio, en un 
ambiente insano, sin las condiciones de higiene y 
limpieza idóneas para alojar a un niño de corta 
edad. En este caso el informe que recibimos de 
los servicios sociales de la localidad, elaborado 
tras realizar una visita al domicilio familiar y 
entrevistar a la familia, no pudo corroborar tales 
indicadores de riesgo, a pesar de lo cual se nos 
anunció la intención de continuar con una labor de 
seguimiento de la evolución del menor.

Los supuestos que nos son denunciados repiten 
una casuística similar, usualmente remitidos 
por familiares o personas de la vecindad que 
se preocupan por la situación que observan en 
determinado menor y que solidarizados con su situación piden nuestra 
intervención para encontrar alguna solución.

En la queja 21/3784 es un menor quien nos denuncia que su primo, de 5 años, 
se encuentra en riesgo por convivir con su madre alcohólica y con problemas 
de drogadicción. Nos relataba su pesar por la situación de su primo, quien 
no tendría cubiertas sus necesidades básicas. En este caso, recabamos 
la colaboración del Ayuntamiento en cuestión y recibimos un informe de 
los servicios sociales del distrito municipal en el que nos anunciaban la 
derivación del caso al Equipo de Tratamiento Familiar, al objeto de minimizar 
los indicadores de riesgo detectados y normalizar la situación familiar. Y se 
daba la circunstancia de que los servicios sociales ya venían interviniendo a 
instancias de un juzgado, que solicitó que se realizasen visitas al domicilio 
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de ambos progenitores al objeto de informar si el menor se encontraba 
correctamente asistido.

Otro de las asuntos en que suelen coincidir muchas denuncias es el 
relativo a la conducta de absentismo escolar, bien porque la persona 
denunciante es testigo directo de las veces que coincide en la calle con 
determinado menor en horario escolar, bien por tener conocimiento de su 
no asistencia a clase por decisión de los progenitores, o incluso tras sernos 
remitida la denuncia por personas integrantes de la comunidad educativa 
que tienen conocimiento de esta situación.

Así, preocupada por la situación de su hija, de 13 años, se dirigió a nosotros 
la madre para comunicarnos que la menor había decidido unilateralmente 
irse a vivir con el padre, ejerciendo de hecho su guarda y custodia una tía 
paterna desde hace año y medio. La menor fue matriculada en otro instituto 
y su evolución académica empeoró, añadiendo un acusado absentismo 
escolar por el que se iniciaron, a principios de año, las actuaciones previstas 
en el Protocolo sin ningún resultado.

Al dar tramite a esta recabamos la colaboración de la Delegación Territorial 
de Educación que nos remitió un informe en el que se relataban las 
actuaciones realizadas en cumplimiento de lo establecido en la Orden de 19 
de septiembre de 2005, por la que se desarrollan determinados aspectos del 
Plan Integral de Prevención Seguimiento y Control del Absentismo Escolar, 
habiendo sido derivado el caso a los Servicios Sociales Comunitarios de la 
localidad tras el resultado negativo de las gestiones desarrolladas en el 
ámbito del centro educativo. Precisaba el informe que la intervención en 
el ámbito educativo se había visto dificultada por el litigio existente entre 
ambos progenitores, sin que estos hubieran consensuado pautas comunes 
para el ejercicio de la tutela y guarda y custodia sobre su hija, siendo así 
que el abordaje de esta relación familiar se tornaba aún más compleja ante 
la incongruencia de lo establecido en la resolución judicial reguladora de la 
ruptura de relación entre cónyuges y la realidad de la convivencia, de hecho, 
de la hija común en exclusiva con el padre.

Con posterioridad a la recepción de este informe, y una vez iniciado el nuevo 
curso escolar recibimos un escrito de alegaciones de la interesada en el que 
seguía insistiendo en la escasa efectividad de las actuaciones realizadas para 
evitar la conducta de absentismo escolar de su hija, señalando que dicha 
circunstancia la había llevado a presentar una demanda ante el juzgado para 
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que fuese modificado el régimen de guarda y custodia de la menor. También 
nos informó que había presentado una denuncia ante la Fiscalía solicitando 
su intervención ante la mencionada conducta de absentismo escolar.

Tras insistir ante la Delegación Territorial de Educación acerca de la necesidad 
de encontrar una solución a la conducta de absentismo escolar, recibimos un 
nuevo informe que contenía una extensa relación de las distintas actuaciones 
realizadas en el seno de la Comisión Local de Absentismo durante el curso 
académico 2020 -2021, concluyendo que la menor no había presentado un 
absentismo escolar reiterado, ni tampoco se había detectado falta de interés 
ni abandono educativo por parte de su padre. Tras la valoración del caso en 
las sesiones celebradas por el Equipo Técnico se acordó que proseguirían las 
actuaciones que correspondieran en la fase de intervención de los servicios 
sociales municipales, utilizando todas las vías de intervención disponibles 
para conseguir el objetivo de garantizar una asistencia regular a clase de 
la menor, y en caso contrario proseguir con las pautas establecidas en el 
programa de prevención del absentismo escolar establecido.

Por otro lado, y en cuanto a la problemática familiar de fondo, los servicios 
sociales municipales intervenían dentro de sus posibilidades y competencias 
pretendiendo ante todo el bienestar de la menor y a la espera de que lo que 
se pudiera determinar por parte del juzgado en relación con el cambio de 
medidas solicitadas.

En virtud de lo expuesto acordamos finalizar nuestras actuaciones tras haber 
constatado que las Administraciones Públicas implicadas venían cumpliendo 
lo establecido en el Protocolo de Prevención del Absentismo Escolar, todo ello 
en un contexto de litigio familiar que dificulta la eficacia plena de las medidas 
aplicadas, siendo así que el criterio técnico no hace aconsejable la adopción 
de medidas extremas, decantándose por una intervención continuada de 
los servicios sociales comunitarios en el entorno social y familiar en que se 
desenvuelve la menor, todo ello con la intención de garantizar sus derechos 
e interés superior (queja 20/3775).

También en relación con el absentismo escolar tramitamos la queja 21/2164 
en la que se denuncia de forma anónima que una vivienda de la vecindad 
había sido ocupada por una familia cuyos hijos no acudían al colegio y 
colaboraban con las personas adultas que convivían con ellos en actividades 
ilícitas relativas con la venta y consumo de drogas.
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Tras interesarnos por la situación de estos menores el ayuntamiento en 
cuestión nos informó que ya se encontraba en curso un expediente para 
intervenir con la familia, cuyas actuaciones se iniciaron tras ser requerida 
su intervención por el Ente Público de Protección de Menores, que notificó 
a los servicios sociales municipales una situación de riesgo similar a la 
comunicada por nosotros.

Durante el año también hemos tramitado denuncias relativas a posible 
maltrato psicológico e incluso físico de algún menor, aunque lo 
usual es que se nos aporten simples sospechas o indicios muy vagos, 
careciendo en la mayoría de los casos de datos contrastados que 
avalen hechos tan graves. Aún así, ante la posibilidad de que pudieran 
estar comprometidos derechos básicos de los niños y niñas afectados damos 
trámite a dichas quejas ante las autoridades que según el caso podría realizar 
alguna indagación al respecto.

Así en la queja 21/2085 la vecina de un adolescente denunciaba de forma 
anónima el maltrato que este venía sufriendo por parte de su madre, 
con insultos y descalificaciones constantes, así como desatendiendo sus 
necesidades básicas.

Tras interesarnos por la situación de este adolescente los servicios sociales 
de su localidad de residencia nos informaron que disponían de escasos datos 
al respecto, y que no obstante se iba a realizar un seguimiento de su situación 
y en el caso de que se acreditaran los indicadores de riesgo denunciados se 
procedería conforme al protocolo existente.

Por su parte en la queja 21/0693 es una estudiante de psicología la que nos 
alertaba sobre un caso del que tiene conocimiento y que le preocupaba de 
forma especial. Venía a denunciar los malos tratos de que estaría siendo 
víctima una menor por parte de su joven madre, la cual estaría afectada por 
algún tipo de enfermedad mental a la vista del comportamiento errático que 
solía mostrar, incluso con manifestaciones externas de ideas delirantes. Decía 
conocer que esta persona había sido diagnosticada por la sanidad pública de 
trastorno bipolar, sin que hubiera seguido su tratamiento conforme a las 
indicadores del dispositivo sanitario de salud mental.

Ante el riesgo que corría la menor nos pedía una actuación urgente en defensa 
de sus derechos, para lo cual solicitamos la colaboración de los servicios 
sociales del municipio, que intervinieron de forma diligente en el caso de 
forma coordinada con la administración educativa y el dispositivo sanitario 
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público. Tras aplicar las medidas consensuadas entre tales Administraciones 
se estaba realizando un seguimiento estrecho de la evolución de la menor 
y su entorno familiar, lo cual hacía aventurar una solución satisfactoria del 
problema planteado en la queja.

Pero nuestra intervención no siempre puede llegar a buen puerto por 
el temor de las personas denunciantes a facilitar datos que pudieran 
identificarlos, como en la queja 21/1524 en la que se relataba que un niño 
de la vecindad lloraba de forma prolongada existiendo la posibilidad de que 
pudiera ser víctima de maltrato. Tras requerir a la persona denunciante 
que nos facilitara datos concretos que facilitarían nuestra intervención nos 
respondió que pudiera tratarse de una familia de inmigrantes procedentes 
del Magreb, pero sin especificar ninguna dirección concreta ni los datos de 
identidad ni del menor ni de su familia, por lo que sólo pudimos aportarle 
información acerca de las vías para presentar la denuncia ante los servicios 
sociales comunitarios o el Teléfono de notificación de maltrato de la Junta 
de Andalucía, donde podría incluso hacerlo de forma anónima.

Entre las denuncias que llegan a esta Defensoría relatando la situación 
de riesgo de algún menor tienen una incidencia destacada los 
problemas de alcoholismo o drogadicción de los progenitores, tal como 
en la queja 21/6012 en la que la persona denunciante relataba que un menor 
se encontraba en riesgo como consecuencia del problema de drogadicción 
de la madre, ello unido a la elevada edad del padre (80 años) cuyo estado de 
salud limitaba sus posibilidades de atender sus necesidades.

Tras interesarnos por el caso recibimos un informe procedente del Área de 
derechos sociales de la Diputación Provincial correspondiente a una de las 
localidades, de la misma provincia, en que residía la familia, en el cual se 
aludía a la comunicación que recibieron los servicios sociales comunitarios 
procedente del equipo educativo del instituto donde cursaba estudios el 
menor. En dicha comunicación se señalaban faltas de asistencia reiteradas 
como consecuencia de dolores de espalda, mareos; también retrasos en la 
entrada a clase y verbalizaciones del menor sobre el consumo de alcohol de 
su madre, situación que vendría arrastrando desde el curso pasado.

A resultas de esta información se realizaron diversas intervenciones con el 
núcleo familiar de convivencia, siendo así que se encontraba en curso la 
intervención del Equipo de Tratamiento Familiar de la localidad y también 
la del Centro de Tratamiento de Adicciones, al cual empezó a acudir la 
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progenitora para solventar su problema de alcoholismo. Estos organismos 
públicos estaban ayudando a la familia a solventar la problemática en que se 
ve inmersa, resultando dicha intervención proporcionada a los indicadores 
de riesgo detectados hasta esos momentos. No obstante, conforme al 
seguimiento que se venía efectuando de la evolución del menor y su familia 
se podrían valorar otras actuaciones sociales de mayor intensidad en el caso 
de que resultaran necesarias.

De tenor similar era la queja 20/6609 en la que la persona denunciante 
relataba una situación de grave riesgo de unos hermanos, menores de edad, 
uno de ellos en edad lactante. La denunciante refería que la madre era 
consumidora habitual de drogas, y que aunque el bebé aparentaba no estar 
desnutrido, sí se le veía poco aseado y deambulando con él en ambientes 
marginales.

Tras nuestra intervención el Ayuntamiento nos informó que el Equipo técnico 
de la zona puso en funcionamiento todo los recursos a su alcance para 
intervenir en el caso, resultando infructuosa debido a la falta de colaboración 
de la madre, por lo que hubieron de remitir un informe con propuestas de 
intervención al Ente Público dirigido al Ente Público de Protección de 
Menores, el cual, tras incoar un procedimiento para la declaración de 
desamparo de los menores, resolvió el mismo con el dictado por la Comisión 
Provincial de Medidas de Protección de sendas resoluciones por las que se 
declaró la situación de desamparo de los menores, asumiendo su tutela el 
Ente Público, tal como prevé el artículo 172 del Código Civil, acordando a 
continuación que los menores quedasen bajo la medida de acogimiento 
familiar.

En la queja 20/7319 nuestra intervención se inicia tras recibir en nuestra 
oficina de atención a la ciudadanía una denuncia 
anónima relatando la situación de riesgo de dos 
menores, cuya madre estaría afectada por una 
situación de drogodependencia.

En este caso recibimos un informe procedente del 
Equipo de Tratamiento Familiar de su localidad de 
residencia relatando las actuaciones realizadas y 
cómo ante el cambio de residencia de la familia 
a otra localidad se había dado continuidad a las 
mismas mediante la remisión de una comunicación 
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relatando sus antecedentes a los servicios sociales de la nueva localidad, que 
incoaron los correspondientes expedientes informativos sobre la situación 
de los menores y venían interviniendo al respecto.

Otro de los supuestos de denuncias relativas a situaciones de riesgo 
guarda relación con los negativos efectos en los menores de la 
ruptura de relación de pareja y la imposibilidad de llegar a acuerdos 
de convivencia estables, problemática que es mucho más acentuada en 
los supuestos en que se produce violencia de género. A titulo de ejemplo 
citaremos la queja 21/0794 en la que la interesada nos relataba las 
dificultades que atravesaba la relación con el padre de su hijo. Nos decía que 
éste tenía un comportamiento brusco e impulsivo con ella y con el menor, 
teniendo atemorizados a ambos, motivo por el que se estaba planteando 
incluso romper la relación, pero temía que esta decisión pudiera causar 
mayor perjuicio a su hijo y por ello solicita orientación sobre cómo actuar.

A este respecto facilitamos a la interesada información sobre la opción de 
acudir a mediación familiar; sobre la posibilidad de presentar una demanda 
que regulase, llegado el caso, la ruptura de relación con el padre del menor, 
incluida la vía de medidas provisionales del artículo 158 del Código Civil; 
pero por encima de todo le facilitamos los datos de contacto del Teléfono de 
Información a la Mujer, donde podrían ofrecerle asesoramiento especializado 
sobre la situación en que se encontraba y ayudarla a prevenir una posible 
situación de violencia de género.

En el caso abordado en la queja 21/8440 un vecino denuncia la situación 
de riesgo de una niña de un año que estaría recibiendo maltrato psicológico 
de su madre, dándose la circunstancia de que esta habría reanudado la 
relación con el padre de su hija y estarían conviviendo en el mismo domicilio, 
incumpliendo de este modo una orden judicial de alejamiento por violencia 
de género.

El caso de este niño lo pusimos en conocimiento de los servicios sociales 
de la localidad que nos informó que la relación entre ambos es esporádica, 
reducida a algunos fines de semana, siendo no obstante mucho más relevantes 
otros indicadores de riesgo detectados, especialmente referidos a la falta de 
higiene en el domicilio familiar, a la carencia de recursos económicos con 
que atender las necesidades básicas, unida a una minusvalía reconocida de 
la madre del 65%. Para atender estos indicadores de riesgo se encontraba 
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en marcha un programa específico de intervención diseñado para atender 
las necesidades del núcleo familiar.

3.1.2.6.2  Supervisión de las actuaciones de los Servicios Sociales 
Comunitarios

Hemos de destacar la importante novedad que representa la regulación 
en la Ley 4/2021, de infancia y adolescencia de Andalucía, de la 
Institución jurídica de la “declaración de riesgo”, la cual conlleva la 
obligación de la familia del menor a someterse al control e intervención 
propuesta por los servicios sociales comunitarios, asumiendo la obligación 
de colaborar para alcanzar los objetivos previstos en el plan de intervención. 
Dicha regulación legal responde a la previsión establecida en la Ley 26/2015, 
de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y 
adolescencia, que en lo referente a servicios sociales comunitarios viene a 
desarrollar en su artículo 17 el concepto legal de “riesgo” en que pueda 
encontrarse una persona menor de edad y el procedimiento para declarar 
dicha situación.

La nueva regulación legal prevé que una vez 
detectada la situación de riesgo de algún menor, el 
proyecto o programa de actuación para solventar 
las carencias o conductas inapropiadas con éste 
pueda ser consensuado con los progenitores u 
otros responsables legales, respondiendo así al 
principio de primar las soluciones consensuadas 
frente a las impuestas. En caso de que estas 
personas se nieguen a suscribir dicho programa 
o no colaboren posteriormente en el mismo, la 
Ley prevé que se declare la situación de riesgo del 
menor mediante una resolución administrativa, a 
fin de garantizarles la información de cómo deben 
actuar para evitar una ulterior declaración de 
desamparo.

La entrada en vigor de este nuevo hito 
procedimental en materia de protección de 

menores no se produjo hasta bien avanzado el año 2021, en concreto el 
30 de agosto de 2021, lo cual hizo que su aplicación efectiva en nuestra 
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